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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL NUm. de Registro: 1636/89

SALA PRIMERA ASUNTQ: Amparo promovido por la
Seccidn 2a.- Asociacién de Fabricantes de He-

D. Carlos de la Vega Benayas
SOBRE: Impugnacién de Sentencia de

D. Luis Lépez Guerra -
la Sala Tercera del Tribunal -

D. Vicente Gimeno Sendra )
premo en recurso relativo a resjo-

luciones sobre cesién temporal jen
uso de locales del patrimonio sin-
dical.

En el asunto de referencia, la Seccién ha acord%do
dictar el siguiente

AUTO

I. ANTECEDENTES

1.- Don Rafael Ortiz de Solérzano y Arbex, en
nombre y representacién de la "Asociacién de Fabricantes de
Herramientas de Corte (AFEC)", por escrito registrado el 31

de julio de 1989, interpone recurso de amparo contra Sen-
tencia de la Sala 38 del Tribunal Supremo, en apelacién de

la dictada por la Audiencia Nacional, en recurso relativo a
la resolucidén del Subsecretario de Trabajo y Seguridad So-
cial de 26 de enero de 1988, sobre puesta a disposicién de
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un local del patrimonio sindical. Invoca los arts. 14, 22,

TRIBUNAL 24 y 28 de la Constitucién (CE).
CONSTITUCIONAL

2.- La demanda se basa en los siguientes antece-
dentes:

a) Con fecha 7 de septiembre de 1977, se produfo
por la Administracién de Servicios Socio-Profesionalges
(AISS) la cesibén de los locales, objeto de litigio, a fla
Asociacién ahora recurrente en amparo, cuya regularizacipn
ésta insté del Ministerio de Trabajo y Seguridad Socijal
(MTSS) en 1986, sin obtener respuesta.

b) Con fecha 26 de enero de 1988, el Subsecretagio
de Trabajo y Seguridad Social (TSS) ordena a la recurrente

poner a disposicién de la Confederacién Espafiola de Organpi-
zaciones Empresariales (CEOE) el local que ocupa, al ampa-
ro de la Resolucién de 17 de octubre de 1986, por la que| se
regulariza la cesién en uso del local contravertido en [fa-
vor de la CEOE.

c) Solicitada la anulacién de dicho acto adminis-
trativo por insuficiente argumentacién juridica, se inter-
puso recurso contencioso-administrativo, a través de la Ley
62/78, que fue desestimado por Sentencia de la Audiencia
Nacional.

UNE A-4

d) Interpuesto recurso de apelaciédn, fue igualmen-
te desestimado por Sentencia de la Sala Tercera del Tribu-
nal Supremo.
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3. Frente a la resolucién administrativa y las
Sentencias mencionadas se interpone recurso de amparo, por

TRIBUNAL

CONSTITUCIONAL presunta vulneracién de los derechos reconocidos en los
) arts. 14, 22, 24 y 28 CE, con la sdplica de que se declare
la nulidad del acto administrativo de 26 de enero de 1988 y
de la Resolucién de 17 de octubre de 1986 de la que trae
causa, se reconozca el derecho de la recurrente a mantener
la posesién de los locales actualmente ocupados en régime
de cesién de uso del Patrimonio Sindical Acumulado y se 1
restituya en la integridad de su derecho en el supuesto

que se hayan ejecutado las Sentencias de la Audiencia N#-
cional y del T.S. Se solicita, asimismo, la suspensién d¢

W

la ejecucién del acto administrativo de 26 de enero
1988.

[ty

Aduce la Asociacidén recurrente que de la decissidn
administrativa por la que se le ordena poner a disposicid¢n
el ldocal que ocupa a la CEOE asi como las Sentencias recy-
rridas se desprende una lesién de derechos constitucionales
que suponen indefensién, atentando a la libertad sindicpl
de asociacidédn empresarial y discriminacién entre asociacijo-
nes empresariales.

Estima asi que, en el plano de la legalidad ordi-
naria, las decisiones administrativas habidas (la resolu-
cién de 17 de octubre de 1986 y el acto de 26 de enero de
1988) deben reputarse nulas de pleno derecho al infringir
el art. 47.1.c) de la Ley de Procedimiento Administrativo,
de lo que deduce que la revocacién de la cesidn en uso le
produce indefensidén. En este mismo plano, afirma que la Re-
solucién de 1986 no le fﬁe notificada nunca, por lo qQue no

UNE A-4

pudo ejercitar sus derechos, de lo que se deriva, de acuer-
do con jurisprudencia constitucional que cita, indefensién
de relevancia constitucional, que extiende también a la so
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licitud de regularizacién habida en su dfa gque no tuvo con-
testacién.

En cuanto a las resoluciones judiciales impugna-
das, la recurrente advierte que la Audiencia Nacional
desestimé expresamente entrar a conocer sobre la falta de
notificacién de la Resolucién en cuestién, asi como de la
ausencia de respuesta a la solicitud de regularizacién,
limiténdose a razonar sobre la igualdad en la cesién, lb
que genera, se dice, un atentado a la tutela judicial efed-
tiva, que extiende igualmente a la Sentencia del TS, pues
la Resolucién administrativa de 1986, cuya impugnabiliddd

debia hacerse en su momento segin el TS, no se realizd pd?

/

Entiende también la reclamante que la indefensi9n

la actora al no tener conocimiento de ella.

alegada ante una arbitrariedad administrativa, supone tamp-
bién una "vulneracién de su libertad sindical,
conculcandose el art. 22.1, en relacién con el art. 7 de la
CE". Sefiala asi que la atribucién a la Asociacién recurren-
te de los locales actualmente ocupados supone una cesilén
preexistente que la Administracién debe mantener, salvo e
proceda a su revocacién, que no se ha producido, con lo gue
el acto administrative en cuestién lesiona su derecho ' de
asociacién, alegacién que se refuerza con la cita de la STC
23/83, de 25 de marzo.

Por Gltimo, 1la Asociacién recurrente manifiesta
que ha sido objeto de discriminacién en relacidén con otras
Asociaciones Empresariales, en particular la CEOE. A su
juicio, el acto administrativo que, desconociendo la pre-
ferencia en el ejercicio de los derechos, pretende revocar
la cesién en uso de los bienes ocupados, ademds de oponerse
a las recomendaciones de la OIT, atenta contra
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disposiciones legales (la Ley 4/86 y el Decreto de 1 de
agosto de 1986), lo que supone una evidente discriminacién.
Afirma asi que tal Asociacién tiene la condicién de mayor
representatividad, a la que se sujeta con carécter prefe-
rente la cesién de bienes, por lo que no puede ser discri-
minada, situacién que se produciria si se revoca la cesién
de los locales ocupados para cederlos a la CEOE, que juzga
asi carente de una justificacién objetiva y razonable, allH-
gacién que refuerza con la referencia a la STC 26/85, de {42
de febrero. |

4. Por providencia de 30 de noviembre de 1989, ﬁa
Seccién acordé tener por interpuesto el recurso de amparq y
asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el art. 50.3
LOTC, conceder un plazo comin de diez dias al Ministefio
Fiscal y la entidad solicitante de amparo para que, denftro
del mismo, alegasen lo que estimasen pertinente en reladién
con los siguientes motivos de inadmisién: a) No haberse |in-
vocado formalmente en el proceso el derecho constitucional
vulnerado tan pronto como, una vez conocida la vulneracién,
hubiera lugar para ello, en cumplimiento del art. 4.1
LOTC; b) Carecer la demanda manifiestamente de contenido
que justifique una decisidén por parte de este Tribunal,
conforme previene el art. 50.1.c) LOTC. Dentro del indicado
plazo, la entidad solicitante de amparo debia acreditar
fehacientemente la fecha de notificacién de la Sentencia
impugnada, a los efectos del cémputo del plazo establecido
en el art. 44.2 LOTC.

5. E1 Ministerio Fiscal, por escrito presentado el
16 de noviembre de 1989, solicita la inadmisién del presen-
te recurso de amparo por concurrir en el mismo la causa de
inadmisién prevista en el art. 50.1.c¢) LOTC. En relacién
con la presunta lesién del derecho a la tutela judicial

efectiva sin indefensién al no haberse seguido en el

69
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procedimiento administrativo los trémites debidos, espe-

cialmente la audiencia del interesado, el Ministerio Fiscal

TRIBUNAL . . . s , .
CONSTITUCIONAL afirma que diffcilmente cabe dirigir tal imputacién a una

resolucién administrativa que ha sido revisada por dos
veces ante la jurisdicciédn competente; ademés de que la
audiencia del interesado s6lo es preceptiva -se afiade- en
los supuestos de sancién administrativa, lo que no es aqui
el caso. Respecto de la alegada lesién del art. 24.1 CE jor
parte de la Audiencia Nacional, al no dar respuesta a de-
terminas peticiones, el escrito observa que no fue debiga—
mente invocado el defecto ante el TS, por lo gque no puéde

anlizarse aqui. Por lo que atafie a la denunciada faltafde

tutela judicial efectiva por la Sentencia del TS, el Minﬁs—
terio Fiscal entiende que se trata m&s bien de una disdre-
pancia de criterios que de una violacién del derecho cors-
titucional. Rechaza el escrito, finalmente, que se h&yan
lesionado el art. 14 o los arts. 22 y 28 CE. El primefo,
porque la CEOE es una organizacién empresarial de mucha mhés
extensién que la recurrente, que es meramente sectoriall Y

titularidad de unos bienes pertenece a una u otra asoc

los segundos, porque el hecho de entender que Lla
a—

cién patronal en nada impide la facultad de asociarse.

6. La entidad recurrente, por escrito presentado
el 18 de noviembre de 1989, solicita la admisién del recur-
sO. En relaciédén con el art. 44.1.c) LOTC, el escrito aduce
que el primer conocimiento de los derechos constitucionales
vulnerados se produce con la notificacién por escrito de
26 de enero de 1988 de la ejecucidédn de una resolucién ante-
rior de 1986 y que, en cuanto se conocieron dichas lesio-
nes, se invocaron desde un comienzo ya en el escrito diri-
gido al Sr. Ministro de Trabajo y Seguridad Social y luego

UNE A-4

en la formalizacién de 1los recursos. Respecto del art.
50.1.c) LOTC, el escrito de alegaciones afirma que no con-
curre en el presente supuesto en tanto que en la demanda se
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razona en torno a la indefensiédn producida, lesiva del art.
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24 CE, la vulneracién de la libertad sindical de asociacién
empresarial, lesiva del art. 22 CE, y la discriminacién su-
frida, lesiva del art. 14 CE: preceptos todos ellos com-
prendidos entre los arts. 14 a 29 CE y, por tanto, suscep-
tibles de amparo constitucional. Mediante escrito presenta-
do en la misma fecha se aportaba acreditacién fehaciente de
la fecha de notificacién de la Sentencia del TS impugnada
el dfa 26 de julio de 1989. |

I1I. FUNDAMENTOS JURIDICQOS

|
i
|

1. Subsanados'los defectos advertidos en nuestfra
providencia de 30 de noviembre de 1989, relativos a la fal-

ta de acreditacién de la fecha de notificacién de la Seh-
tencia impugnada y a la falta de invocacién en el procelso
del derecho constitucional vulnerado tan pronto como una
vez conocida la violacién hubiera lugar para ello, es pje-
ciso confirmar ahora la concurrencia de la falta de conte-
nido constitucional de la demanda, causa de inadmisién pre-
vista en el art. 50.1.c) LOTC, igualmente advertida 'en
nuestra referida providencia.

2. El presente supuesto es sustancialmente similar
al resuelto por el reciente Auto de este Tribunal de 15 de
enero de 1990 (r.a. nam. 1604/89), cuya doctrina se reitera
y resulta igualmente de aplicacién.

En efecto, no puede aceptarse que las resoluciones
administrativas y judiciales impugnadas hayan incurrido en
la lesién del art. 24.1 CE que se les imputa. La propia en-
tidad recurrente ha limitado en todo momento su pretensiédn
a la Resolucidén de 1988. Si alega que la Resolucién de
1986, de la que la de 1988 trae causa y es mera ejecuciédn,
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no le fue notificada, lo que siempre pudo hacer, tan pronto
como la conociera por primera vez, era haber interpuesto el
recurso correspondiente, incluso a través de la via de la
ley 62/78, si estimaba que lo anterior vulneraba algGn de-
recho fundamental. No es compartible, pues, que las Senten-
cias impugnadas hayan vulnerado el art. 24.1 CE, pues las
Sentencias han dado a la entidad recurrente una respuestﬁ
motivada y fundada en derecho, en interpretacién razonada ¥
razonable de la legalidad, habiendo de imputarse tan séld
aquélla haber circunscrito el objeto del proceso a lak

eventuales implicaciones constitucionales de 1la Resolucidn
J
de 1988.

3. Ha de rechazarse igualmente que las resolucip-
nes impugnadas hayan vulnerado el art. 14 CE, en tanto e
en momento alguno se acredita que asociaciones empresarila-
les de las caracteristicas de la demandante, y en su migma
situacién en lo que a los locales se refiere, se hayan
beneficado de un trato distinto al proporcionado a éstal Y
respecto de la comparacidén con CEOE, son patentes las diffe-
rencias de todo tipo que existen entre una confederaciédn
empresarial de &mbito nacional e intersectorial (la CEOH) y

una asociacién empresarial Unicamente de &mbito sectorial,
en tanto que actia Unicamente en el &mbito de los fabrican-
tes de herramientas de corte y no en otros sectores de la
actividad econémica. La demanda de amparo aduce que la AFEC
es asociacién empresarial mé&s representativa, asegurando
que reune porcentajes de entre el 90 y el 95 por 100. Pero
también ha de rechazarse que la AFEC sea asociacién empre-
sarial m&s representativa a los efectos que pretende. Baste
con mencionar que las asociaciones empresariales mds repre-
sentativas, con derecho a obtener cesiones temporales de
inmuebles pUblicos en los términos que se establezcan le-
galmente, son quienes tengan un 10 por 100 o més de las em-
presas y de los trabajadores en el &mbito nacional, de con-

formidad con lo dispuesto en la disposicién adicional sexta

N
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del Estatuto de los Trabajadores,de clara adecuaciédn cons-
titucional como se dijo en la STC 57/89, de 16 de marzo; lo
que si reUne la CEOE pero no la asociacién recurrente, pues
al ser asociacidén sectorial, es claro que no puede acredi-
tar esos porcentajes en el &mbito estatal o nacional, qde

retne al conjunto de sectores de la actividad econémica ly

no solo a uno. Pudiendo afiadirse que la Ley 4/86, de cesi@
de bienes del patrimonio sindical acumulado, atribuye cé

-

preferencia la cesién en uso de tales bienes a las Asoci%
ciones -empresariales més representativas, carécter qug,
como queda dicho, no tiene la asociacidén demandante y si (1a
CEOQE.

4. Ha de rechazarse, finalmente, gque hayan sid%
vulnérados los arts. 22 y 28.1 CE. Al margen ahora de si €l
asociacionismo empresarial deriva o no del art. 28.1 CE, €s
claro que la pérdida de la cesién de un local que venia
ocupando no impide a la entidad recurrente ejercer los deg-
rechos reconocidos en el art. 22, y en su caso art.28, CE.

0, dicho en otros términés: el derecho a seguir ocupanﬂo
el 1local del que disfrutaba no emana ni forma parte dél
contenido de aquellos derechos constitucionales. Pero, in-
cluso, admitiendo que pudiera tratarse de un derecho de
origen legal que acrece aquel contenido, no puede olvidarse
gque el derecho a obtener cesidén del uso de locales es un
derecho de configuracién legal. Y no se acredita, ni si-
quiera se alega, que la atribucién del local a la CEOE se
haya hecho vulnerando las normas de correspondiente aplica-

cién.
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TRIBUNAL En virtud de lo expuesto, la Seccidédn acuerda la
CONSTITUCIONAL , o , .
. inadmisién del recurso y el archivo de las actuaciones. Por
la misma razén, se hace innecesario pronunciarse sobre la

; suspensiédn solicitada por la entidad recurrente.

Madrid, a uno de febrero de mil novecientos noven-

UNE A-4
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